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Época: Décima Época  
Registro: 2016333  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 02 de marzo de 2018 10:05 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: VII.2o.T. J/27 (10a.)  
 
SUBCUENTAS DE CESANTÍA EN EDAD AVANZADA, VEJEZ, CUOTAS SOCIAL Y ESTATAL. 
CUANDO LA ADMINISTRADORA DE FONDOS PARA EL RETIRO DEMANDADA POSEA LOS 
RECURSOS ACUMULADOS EN ELLAS Y SE DEMUESTRE QUE ÉSTOS DEBEN FONDEAR UNA 
PENSIÓN PREEXISTENTE DE LA ACTORA, LA AUTORIDAD JURISDICCIONAL DEBE CONDENAR 
OFICIOSAMENTE SU TRANSFERENCIA AL GOBIERNO FEDERAL, A PESAR DE NO HABERSE 
RECLAMADO EN LA DEMANDA, POR SER UNA CUESTIÓN DE ORDEN PÚBLICO. 
 
De conformidad con el artículo 18 de la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro, los recursos 
correspondientes a las subcuentas de cesantía en edad avanzada, vejez y cuotas social y estatal, entre 
otros, son administrados por las Afores, quienes están obligadas a devolverlos al trabajador o, en su 
caso, a transferirlos al Gobierno Federal. Así, cuando en el juicio laboral está probado que el asegurado 
eligió el sistema pensionario previsto en la Ley del Seguro Social derogada, cuya pensión corre a cargo 
del Gobierno Federal y con los recursos acumulados en las subcuentas citadas, por estar basado en un 
sistema solidario y, a pesar de ello, de los estados de cuenta aportados al asunto, queda evidenciado 
que la Afore demandada aún tiene en su poder alguna o todas las cantidades de dinero 
correspondientes a esas subcuentas (cesantía en edad avanzada, vejez, cuotas social y estatal), la 
autoridad jurisdiccional debe condenar oficiosamente a la Afore para que envíe de inmediato dichas 
sumas al Gobierno Federal y, eventualmente, refaccionen la pensión de que goza la actora; incluso, con 
independencia de que tal remisión no haya sido solicitada como prestación en la demanda laboral y, por 
ende, sea un tema novedoso en la litis natural, pues esta circunstancia no puede supeditar que en la 
resolución se haga ese pronunciamiento, porque no existe justificación legal alguna para que el tribunal 
de trabajo proceda en esos términos, dada su función de operador jurídico del Estado de derecho, ya 
que se trata de una cuestión de orden público para fondear la pensión preexistente, puesto que la 
sociedad está interesada en que las pensiones sean cubiertas oportuna e íntegramente y, de no 
enviarse las referidas partidas de dinero, se provocaría que el Estado no cuente con los recursos que le 
permitan cumplir con su obligación solidaria de refaccionar la pensión relativa. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016332  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 02 de marzo de 2018 10:05 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: XI.1o.A.T. J/15 (10a.)  
 
SERVICIO DE SUMINISTRO DE AGUA POTABLE. SI EL ORGANISMO OPERADOR DE AGUA 
POTABLE, ALCANTARILLADO Y SANEAMIENTO DE MORELIA, MICHOACÁN RECLASIFICA 
UNILATERALMENTE LA ZONA SOCIOECONÓMICA DE LAS COLONIAS O FRACCIONAMIENTOS 
PARA DETERMINAR LA TARIFA RELATIVA, LOS EFECTOS DE LA DECLARATORIA DE NULIDAD 
DE ESE ACTO DEBEN SER QUE SE MODIFIQUEN LOS CONTRATOS DE ADHESIÓN POR EL 
EJERCICIO FISCAL IMPUGNADO Y POR TODO EL TIEMPO QUE PERDURE LA CLASIFICACIÓN 
ASIGNADA POR EL ÓRGANO DEL ESTADO COMPETENTE PARA ELLO. 
 
Los contratos de adhesión tienen cláusulas esenciales, aun cuando no contengan todas las ordinarias 
de un contrato tradicional, establecidas previa y unilateralmente por un proveedor de bienes o servicios, 
sin que la contraparte consumidora o usuario tenga oportunidad de discutir su contenido; constan en 
formatos uniformes en los términos y condiciones para la adquisición de productos o servicios y entre 
sus elementos destacan: a) que la oferta se hace a una colectividad; b) el convenio es obra exclusiva de 
una de las partes; c) la reglamentación del contrato es compleja; d) la situación del servicio que ofrece 
es preponderante; y, e) la oferta no puede ser discutida. Así, se trata de un contrato no tradicional en 
cuanto a su elaboración, y sus cláusulas están sujetas a los requisitos que la ley impone para la 
protección del usuario o consumidor contra prestaciones desproporcionadas, abusivas o violatorias de 
la ley que lo regula, como parte de un microsistema en que no priva de la misma manera la autonomía 
de la voluntad que rige en los contratos en que las partes pueden pactar bilateralmente las cláusulas, 
máxime cuando se trata de contratos de adhesión expedidos por entidades del Estado. En estas 
condiciones, si el Organismo Operador de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Morelia, 
Michoacán, al emitir sus contratos de adhesión ya tiene delimitada la clasificación del territorio en el que 
opera su servicio de suministro de agua potable, prevista en el Decreto que establece las tarifas para el 
cobro de los servicios que aquél presta para determinado ejercicio fiscal, el hecho de que 
posteriormente reclasifique la zona socioeconómica de las colonias o fraccionamientos unilateralmente, 
trasciende en los pagos de derechos que realicen los usuarios del servicio. Por tanto, si en el juicio 
administrativo se declara la nulidad de la reclasificación y se ordena la modificación de los contratos de 
adhesión, ésta no debe comprender sólo el ejercicio fiscal impugnado, sino todo el tiempo que perdure 
la clasificación asignada por el órgano del Estado competente para ello. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO  
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Época: Décima Época  
Registro: 2016331  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 02 de marzo de 2018 10:05 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: VII.1o.C. J/13 (10a.)  
 
PENSIÓN ALIMENTICIA. SU LÍMITE TEMPORAL EN LOS JUICIOS DE DIVORCIO, ABANDONO 
DEL CRITERIO SOSTENIDO EN LA JURISPRUDENCIA VII.1o.C. J/5 (10a.) (LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE VERACRUZ). 
 
Del artículo 242 del Código Civil para el del Estado de Veracruz, se advierte que la amplitud del 
principio de proporcionalidad, no solamente implica un estudio de la capacidad económica del deudor 
frente a la necesidad de alimentos del acreedor, sino que también vincula al juzgador a analizar otras 
circunstancias concretas de cada caso, con el objeto de verificar que la obligación alimentaria sea 
proporcional y justa, no sólo cuando se origina, sino durante su vigencia, impidiendo que se torne 
desproporcionada y carezca de justificación. Así, uno de los límites de la proporcionalidad a tomar en 
cuenta, consiste en la razonabilidad de su duración, la cual si bien es un tema complejo de definir, lo 
cierto es que un primer parámetro válido para la subsistencia de la obligación alimentaria, podría ser 
que la duración sea igual al tiempo que duró la relación de pareja que motivó la obligación, el cual se 
estima razonable para que no constituya una carga desproporcionada para el deudor; sin pasar por alto 
la posible actualización de situaciones extraordinarias en las que podrá decretarse una pensión vitalicia 
a favor del ex cónyuge necesitado, derivado de la edad o estado de salud o cualquier otra circunstancia 
que lo imposibilite a obtener medios suficientes para su subsistencia. Por tanto, una obligación 
alimentaria que carece de un límite temporal, conlleva el riesgo de que desnaturalice el objeto de su 
fijación, que no es otro que el ex cónyuge que se encuentre en situación de vulnerabilidad y 
desequilibrio económico, desarrolle aptitudes que hagan posible que se coloque en posición de 
proporcionarse a sí mismo los medios necesarios para su subsistencia a un grado tal que tenga una 
vida digna y decorosa. Derivado de lo anterior, este órgano colegiado se aparta del criterio sustentado 
en la jurisprudencia VII.1o.C. J/5 (10a.), de título y subtítulo: "PENSIÓN ALIMENTICIA. EN LOS 
JUICIOS DE DIVORCIO, LA CONDENA A SU PAGO DEBE HACERSE CONFORME A LAS 
DIRECTRICES QUE ESTABLECE EL ARTÍCULO 162 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE 
VERACRUZ, ES DECIR, ATENTO AL ESTADO DE NECESIDAD MANIFIESTA DE CUALQUIERA DE 
LOS CÓNYUGES, AL DECRETARSE LA DISOLUCIÓN DEL VÍNCULO MATRIMONIAL 
[INAPLICABILIDAD DE LA TESIS AISLADA 1a. CDXXXVIII/2014 (10a.)]." 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016330  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 02 de marzo de 2018 10:05 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: VII.1o.C. J/12 (10a.)  
 
PENSIÓN ALIMENTICIA EN LOS JUICIOS DE DIVORCIO. TIENE SU ORIGEN EN LA OBLIGACIÓN 
DEL ESTADO MEXICANO DE GARANTIZAR LA IGUALDAD Y LA ADECUADA EQUIVALENCIA DE 
RESPONSABILIDADES ENTRE LOS EX CÓNYUGES. ABANDONO DEL CRITERIO SOSTENIDO EN 
LA TESIS DE JURISPRUDENCIA VII.1o.C. J/5 (10a.) (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
VERACRUZ). 
 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha considerado que al analizar la 
procedencia de una pensión alimenticia posterior a la disolución del vínculo familiar a favor de uno de 
los ex cónyuges, deben considerarse los elementos siguientes: A. Que la fijada en el divorcio, tiene un 
carácter constitutivo y de condena, en la medida que no se establece con base en un derecho 
previamente establecido, ya que el derecho a alimentos entre cónyuges, que encuentra su origen en la 
solidaridad familiar, desaparece al disolverse el matrimonio y, en cambio, ese derecho, después de la 
disolución, surge a raíz de que el Estado debe garantizar la igualdad y la adecuada equivalencia de 
responsabilidades de los ex cónyuges cuando ocurre el divorcio, según el artículo 17, numeral 4, de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos que, en lo conducente, señala: "17. Protección a la 
Familia. ... 4. Los Estados Partes deben tomar medidas apropiadas para asegurar la igualdad de 
derechos y la adecuada equivalencia de responsabilidades de los cónyuges en cuanto al matrimonio, 
durante el matrimonio y en caso de disolución del mismo. ...". B. El derecho a recibir alimentos sólo 
podrá constituirse a favor del cónyuge que tendría derecho a recibirlos si queda probado en mayor o 
menor grado su necesidad de recibirlos, según las circunstancias del caso, esto es, tomando en cuenta 
los acuerdos y roles adoptados explícita e implícitamente durante la vigencia del matrimonio; en el 
entendido de que de ser necesario el Juez puede, bajo su discrecionalidad y arbitrio judicial, determinar 
que no obstante la falta de prueba contundente, hay necesidad de establecerlos, precisamente, por 
advertir cuestiones de vulnerabilidad y desequilibrio económico, por lo que a falta de prueba, tal 
determinación debe estar sustentada en métodos válidos de argumentación jurídica, a fin de garantizar 
una carga razonable en las obligaciones alimenticias, sin menoscabo de la protección de los derechos 
humanos de las partes lo que, a su vez, incide en una valoración particular de las circunstancias de 
cada caso. C. Para la fijación de los alimentos, se tomará en cuenta la capacidad para trabajar de los 
cónyuges y su situación económica, lo que se complementa con la aplicación de los criterios emitidos 
por el Alto Tribunal, en torno a las facultades probatorias del juzgador, a fin de lograr un equilibrio si 
acaso advierte cuestiones de vulnerabilidad y desequilibrio económico. D. Para cumplir con la finalidad 
de que la fijación de los alimentos se verifique de manera proporcional, el juzgador deberá determinar 
qué debe comprender el concepto de una vida digna y decorosa, según las circunstancias del caso 
concreto; apreciar la posibilidad de cada uno de los cónyuges para satisfacer por sí, los alimentos que 
logren dicho nivel de vida; y determinar una pensión alimenticia suficiente para colaborar con dicho 
cónyuge en el desarrollo de las aptitudes que hagan posible que en lo sucesivo, él mismo pueda 
satisfacer el nivel de vida deseado. E. El juzgador debe tomar en cuenta que la duración de los 
alimentos debe respetar el principio de proporcionalidad, entendido no sólo desde el binomio tradicional, 
consistente en la necesidad del acreedor alimentario y la capacidad económica del deudor, sino 
también desde el aspecto duración. Ahora bien, el derecho a recibir alimentos sólo podrá constituirse a 
favor del cónyuge que tendría derecho a recibirlos si queda probada en mayor o menor grado su 
necesidad de recibirlos, según las circunstancias del caso, esto es, tomando en cuenta los acuerdos y 
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roles adoptados explícita e implícitamente durante la vigencia del matrimonio; en el entendido de que, 
de ser necesario, el juzgador de instancia común puede, bajo su discrecionalidad y arbitrio judicial, 
determinar que, no obstante la falta de prueba contundente, hay necesidad de establecerlos, 
precisamente, por advertir cuestiones de vulnerabilidad y desequilibrio económico, por lo que, a falta de 
prueba, dicha determinación debe estar sustentada en métodos válidos de argumentación jurídica, a fin 
de garantizar una carga razonable en las obligaciones alimenticias, sin menoscabo de la protección de 
los derechos humanos de las partes lo que, a su vez, incide en una valoración particular de las 
circunstancias de cada caso. Bajo ese contexto y atento a las directrices establecidas por la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en una nueva reflexión, este órgano colegiado se 
aparta del criterio sustentado en la tesis de jurisprudencia VII.1o.C. J/5 (10a.), de título y subtítulo: 
"PENSIÓN ALIMENTICIA. EN LOS JUICIOS DE DIVORCIO, LA CONDENA A SU PAGO DEBE 
HACERSE CONFORME A LAS DIRECTRICES QUE ESTABLECE EL ARTÍCULO 162 DEL CÓDIGO 
CIVIL PARA EL ESTADO DE VERACRUZ, ES DECIR, ATENTO AL ESTADO DE NECESIDAD 
MANIFIESTA DE CUALQUIERA DE LOS CÓNYUGES, AL DECRETARSE LA DISOLUCIÓN DEL 
VÍNCULO MATRIMONIAL [INAPLICABILIDAD DE LA TESIS AISLADA 1a. CDXXXVIII/2014 (10a.)].", 
toda vez que el derecho a alimentos después de la disolución del vínculo matrimonial tiene su origen en 
la obligación del Estado Mexicano de garantizar la igualdad y la adecuada equivalencia de 
responsabilidades entre los ex cónyuges, según el artículo 17, numeral 4, citado, aunado a tomar en 
cuenta diversos parámetros al momento de evaluarse su fijación; lo que lleva a este órgano colegiado a 
apartarse del criterio señalado, en razón de que éste se fundó en la hipótesis normativa contenida en el 
artículo 162, párrafo segundo, del Código Civil para el Estado de Veracruz, y no desde el enfoque de la 
obligación del Estado Mexicano de garantizar a los ex cónyuges la igualdad y la adecuada equivalencia 
de responsabilidades. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016329  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 02 de marzo de 2018 10:05 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: VII.2o.T. J/28 (10a.)  
 
DÍAS DE DESCANSO OBLIGATORIO. REQUISITOS PARA CONDENAR A SU PAGO CUANDO SE 
TIENE AL DEMANDADO POR CONTESTANDO LA DEMANDA EN SENTIDO AFIRMATIVO ANTE 
SU INCOMPARECENCIA A LA AUDIENCIA DE LEY EN SU ETAPA DE DEMANDA Y 
EXCEPCIONES. 
 
La otrora Cuarta Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 4a./J. 27/93, 
publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Número 66, junio de 
1993, página 15, de rubro: "DESCANSO OBLIGATORIO, CARGA DE LA PRUEBA DE HABER 
LABORADO LOS DÍAS DE.", estableció que para acreditar la procedencia del reclamo de los días de 
descanso obligatorio, existen dos cargas procesales: la primera, corresponde al empleado demostrar 
que laboró los días de descanso obligatorio cuando así lo haya afirmado; la segunda, que una vez 
acreditado por este último que trabajó esos días, es al patrón a quien atañe probar que los cubrió. 
Asimismo, el artículo 879, párrafo tercero, de la Ley Federal del Trabajo prevé la sanción procesal 
consistente en que si el demandado no concurre a la audiencia de ley en el periodo de demanda y 
excepciones, la demanda se tendrá por contestada en sentido afirmativo. En ese tenor, cuando el actor 
reclama del patrón el pago de los días de descanso obligatorio con base en el supuesto de que los 
laboró, a éste corresponde demostrar su procedencia; carga probatoria que solventa si en su demanda 
mencionó expresamente haber laborado esos días y el patrón no comparece a la audiencia, lo que 
genera que se le tenga por contestada la demanda en sentido afirmativo; pues el hecho de tenerse por 
presuntamente cierto lo manifestado por el actor en su ocurso inicial, da lugar a satisfacer la carga 
probatoria que pesa en su contra, en el sentido de demostrar que sí laboró los días de descanso 
obligatorio, siempre y cuando en ese escrito así se haya manifestado y que la parte demandada no 
hubiese ofrecido ninguna prueba que invalidara dicha presunción de certeza, ya que, en ese caso, tal 
expresión hace prueba plena si no se encuentra en contradicción con alguna otra probanza. Por ende, 
una vez acreditada la carga probatoria por el actor, el débito correlativo recae en el patrón de haber 
cubierto los días de descanso obligatorio laborados, y si el empleador no demuestra su pago, procede 
emitir condena por ese concepto. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016328  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 02 de marzo de 2018 10:05 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XIII.P.A. J/1 (10a.)  
 
COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO CONTRA 
UNA ORDEN DE APREHENSIÓN QUE PUEDE EJECUTARSE EN EL DISTRITO DONDE SE UBICA 
EL DOMICILIO PARTICULAR DEL QUEJOSO O EN EL LUGAR DONDE ÉSTE SE ENCUENTRE. 
CORRESPONDE A CUALQUIERA DE LOS JUECES DE ESAS JURISDICCIONES, A PREVENCIÓN. 
 
Si el quejoso presenta la demanda de amparo ante el Juez de Distrito que reside en el mismo lugar 
donde aquél dijo tener su domicilio particular, reclamando una orden de aprehensión emitida por 
autoridad judicial que se ubica en lugar distinto donde ejerce jurisdicción el Juez de Distrito ante quien 
se presentó la demanda, entonces la orden de captura reclamada puede ejecutarse en cualquiera de 
los distritos en que ejercen jurisdicción los Jueces contendientes, ya que ésta puede tener ejecución 
material donde se ubica el domicilio particular o en cualquier parte donde el inculpado se encuentre, aun 
si las autoridades ejecutoras niegan la existencia del acto reclamado, ya que ésta debe ejecutarse. Por 
tanto, si no se tiene certeza de dónde se ejecutará el mandamiento de captura, será Juez competente 
para conocer de la demanda de amparo, a prevención, cualquiera de los Jueces de esas jurisdicciones, 
en términos del segundo párrafo del artículo 37 de la Ley de Amparo. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO TERCER 
CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016327  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 02 de marzo de 2018 10:05 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: XI.1o.A.T. J/14 (10a.)  
 
CLASIFICACIÓN DE LA ZONA SOCIOECONÓMICA DE LAS COLONIAS O FRACCIONAMIENTOS 
DE MORELIA, MICHOACÁN, PARA DETERMINAR LA TARIFA DEL SERVICIO DE SUMINISTRO DE 
AGUA POTABLE. SE APLICA CON CADA ACTO DE COBRO, POR LO QUE LA MATERIA DEL 
JUICIO ADMINISTRATIVO EN EL QUE SE IMPUGNA NO LO ES EL DECRETO QUE LA PREVÉ. 
 
Conforme al artículo 273 del Código de Justicia Administrativa del Estado de Michoacán, la sentencia 
del juicio de nulidad se ocupará exclusivamente de las personas, acciones, excepciones y defensas que 
hubieran sido materia de la litis, lo que tiene como propósito que sean resueltos todos los puntos 
litigiosos que hayan sido objeto del debate, con la finalidad de condenar o absolver a la autoridad 
demandada respecto del acto controvertido. Luego, si en el juicio administrativo se impugna la 
clasificación de la zona socioeconómica de cierta colonia o fraccionamiento de Morelia, prevista en el 
Decreto que establece las tarifas para el cobro de los servicios que presta el Organismo Operador de 
Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de ese Municipio para determinado ejercicio fiscal, que se 
refleja en cada uno de los recibos de cobro que aquél expide, no puede considerarse que el acto de 
clasificación se hubiera agotado con su publicación en el medio informativo oficial local, sino que se 
aplica cada vez que se hace un cobro por los conceptos respectivos; de ahí que si se ubica a los 
usuarios en un nivel distinto al clasificado por la autoridad competente para determinar la tarifa 
aplicable, es inconcuso que la materia del juicio no se refiere al decreto mencionado, como una norma 
general de naturaleza autoaplicativa que requiera impugnarse a partir de su publicación, ya que con 
base en el principio ontológico de la prueba, si un particular es usuario del servicio de agua potable 
desde que firmó el contrato de adhesión en determinado ejercicio fiscal, va a serlo en los ejercicios 
posteriores, por ser una cuestión del suministro del líquido vital, que es imprescindible en la vida de los 
seres humanos. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 
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JURISPRUDENCIAS 

Publicadas el viernes 02 de marzo de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016326  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 02 de marzo de 2018 10:05 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.I.A. J/120 A (10a.)  
 
SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL JUICIO DE AMPARO PROMOVIDO CONTRA NORMAS 
AUTOAPLICATIVAS RELACIONADAS CON EL USO DE BUZÓN TRIBUTARIO Y EL ENVÍO 
MENSUAL DE LA INFORMACIÓN CONTABLE. EL SOLICITANTE DE ESTA MEDIDA CAUTELAR 
DEBE ACREDITAR, AL MENOS INDICIARIAMENTE, EL INTERÉS QUE LE ASISTE PARA 
OBTENERLA. 
 
Cuando se solicita la suspensión definitiva en el amparo promovido contra normas que prevén el uso 
del buzón tributario como mecanismo de comunicación con la autoridad hacendaria, así como el envío 
mensual de la información contable, obligaciones contempladas, entre otros, en los artículos 17 K y 28, 
fracción IV, del Código Fiscal de la Federación, por su sola entrada en vigor, es decir, en su carácter de 
normas autoaplicativas, el solicitante de la medida cautelar debe acreditar, al menos indiciariamente, el 
interés que le asiste para obtenerla, en términos de los artículos 128, 131 y 139 de la Ley de Amparo, 
atendiendo a la calidad específica que las normas reclamadas exigen de su destinatario, a saber: que 
se trate de personas físicas o morales inscritas en el Registro Federal de Contribuyentes, como lo 
establece el primer párrafo del artículo 17 K citado, y que estén obligadas a llevar contabilidad, como lo 
dispone el diverso numeral 28, en su primer párrafo. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016325  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 02 de marzo de 2018 10:05 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: PC.I.A. J/119 A (10a.)  
 
REVISIÓN FISCAL Y REVISIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA. ESTOS RECURSOS SON 
IMPROCEDENTES CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE DECLARA LA NULIDAD DEL ACTO 
IMPUGNADO POR LA FALTA DE VIGENCIA DE UNA NORMA OFICIAL MEXICANA, AL TRATARSE 
DE UN VICIO FORMAL. 
 
La nulidad de una resolución administrativa decretada por carecer de vigencia una Norma Oficial 
Mexicana, implica la ausencia de fundamentación del acto, sin trascender a la decisión de fondo, ya que 
no conduce a la declaración de un derecho o a la inexistencia de una obligación, porque no resuelve el 
contenido material de la pretensión planteada en el juicio contencioso, sino solamente se limita al 
análisis de la carencia de una formalidad del acto o procedimiento administrativo, como es su falta de 
fundamentación, debido a que la Norma Oficial Mexicana en que se apoyó ha perdido su vigencia; por 
tanto, se trata de un vicio formal que torna improcedentes los recursos de revisión fiscal y revisión 
contencioso administrativa en términos de los artículos 63 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo y 140 de la Ley Orgánica del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del 
Distrito Federal (abrogada), respectivamente, porque esa clase de resoluciones no revisten la 
excepcionalidad, la importancia ni la trascendencia necesarias para su viabilidad, conforme a la 
teleología que los rige. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Publicadas el viernes 02 de marzo de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
ttp

://ju
ris

ta
d
e

lfu
tu

ro
.o

rg
  h

tt
p
:/
/j
u
ri

s
ta

d
e

lf
u
tu

ro
.o

rg
  

Época: Décima Época  
Registro: 2016324  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 02 de marzo de 2018 10:05 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: PC.I.A. J/123 A (10a.)  
 
DECRETOS QUE CONTIENEN PROGRAMAS DE DESARROLLO URBANO DE LAS 
DELEGACIONES DE LA CIUDAD DE MÉXICO. SU PUBLICACIÓN ELECTRÓNICA Y NO IMPRESA 
EN LA GACETA OFICIAL RELATIVA, VIOLA EL PRINCIPIO DE PUBLICIDAD DE LAS NORMAS 
JURÍDICAS ESTATALES. 
 
La publicación de las normas generales en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, ahora Ciudad de 
México, se refiere a la acción de difundir de manera impresa las leyes o los decretos expedidos por la 
Asamblea Legislativa de la entidad, con la finalidad de que adquieran vinculatoriedad para los 
gobernados, de ahí que la circunstancia de que se publique de manera electrónica y no impresa el 
contenido íntegro de los Decretos que contienen los Programas de Desarrollo urbano de las 
Delegaciones de la Ciudad de México en dicho medio de difusión oficial, constituyen una violación al 
principio de publicidad de las normas jurídicas estatales, conforme al cual, éstas producen sus efectos 
legales cuando se han dado a conocer con la debida oportunidad a los ciudadanos, quienes tienen el 
derecho de estar enterados de su contenido para cumplir las obligaciones que establecen, con lo que se 
busca combatir la arbitrariedad de los gobernantes y salvaguardar los principios de certeza y seguridad 
jurídica previstos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016323  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 02 de marzo de 2018 10:05 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.I.A. J/121 A (10a.)  
 
COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD. LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 54/2012 (10a.), DE RUBRO: 
"AUTO INICIAL DE TRÁMITE DE LA DEMANDA DE AMPARO. NO ES LA ACTUACIÓN PROCESAL 
OPORTUNA PARA ANALIZAR SI EL ACTO RECLAMADO PROVIENE DE UNA AUTORIDAD PARA 
EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO, CUANDO SE IMPUGNA EL ACUERDO DE FIJACIÓN DE 
TARIFAS PARA SUMINISTRO Y VENTA DE ENERGÍA ELÉCTRICA.", NO RESULTA 
EXACTAMENTE APLICABLE, CUANDO EL ACTO RECLAMADO ESTÁ RELACIONADO CON LA 
PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE SUMINISTRO DE ENERGÍA ELÉCTRICA. 
 
De conformidad con la aclaración al rubro de la jurisprudencia 2a./J. 54/2012 (10a.), ordenada por la 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el expediente de solicitud de sustitución 
de jurisprudencia 9/2015, no se definió, de manera generalizada, que en el auto inicial que recae a la 
presentación de una demanda, los jueces de Distrito estén impedidos para determinar si un acto 
proviene o no de una autoridad para efectos del juicio de amparo, sino únicamente, que dicho supuesto 
se da cuando el acto reclamado consiste en el "Acuerdo que autoriza la modificación y reestructuración 
a las tarifas para suministro y venta de energía eléctrica y modifica disposiciones complementarias de 
dichas tarifas". En ese orden de ideas, cuando el acto reclamado está relacionado con la prestación del 
servicio de suministro de energía eléctrica, cuestión diversa a la reestructuración de las tarifas para el 
suministro y la venta de la energía referida, la aplicación de la jurisprudencia dependerá del carácter 
manifiesto e indudable de ese carácter, lo cual, en el caso concreto, no se actualiza, toda vez que 
actualmente no existe jurisprudencia de carácter obligatorio que defina si la Comisión Federal de 
Electricidad al actuar en la prestación del servicio de referencia tiene o no dicho carácter, por lo que su 
determinación es propia de la sentencia de fondo, toda vez que para ello se requiere de un análisis 
profundo realizado por el Juez de Distrito, tomando en cuenta la reforma constitucional y legal en 
materia energética. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016322  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 02 de marzo de 2018 10:05 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: PC.I.A. J/124 A (10a.)  
 
CADUCIDAD DEL REGISTRO DE UNA MARCA. EL INTERÉS JURÍDICO QUE OTORGA EL OFICIO 
DE ANTERIORIDAD ES SUFICIENTE PARA ACREDITAR LA LEGITIMACIÓN PARA SOLICITARLA, 
NO OBSTANTE QUE EL INSTITUTO MEXICANO DE LA PROPIEDAD INDUSTRIAL ADVIERTA, 
COMO IMPEDIMENTO, LA EXISTENCIA DE UNA MARCA DECLARADA FAMOSA. 
 
El interés jurídico que otorga la solicitud de registro de una marca para pedir la caducidad de otra que 
es similar y le resulta oponible por ser anterior, es suficiente para otorgarle legitimación en relación con 
dicha solicitud de caducidad, cuando además del registro marcario citado como anterioridad se advierte 
como impedimento una marca declarada famosa. Lo anterior, en virtud de que la acreditación de la 
legitimación no está condicionada a que no haya un impedimento como lo es la existencia de una marca 
famosa, sino que el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial debe resolver si procede o no declarar 
la caducidad de un registro marcario, cuando quien la solicita acredite ser quien pidió ante él la 
inscripción de un registro marcario al que aquél le reviste una anterioridad; análisis que deberá realizar 
de manera desvinculada en relación con los diversos impedimentos que se actualicen, como la 
existencia de una marca famosa, máxime que los procedimientos de caducidad y declaratoria de fama 
deben estudiarse de forma independiente, a efecto de evitar un círculo vicioso que tuviera como 
consecuencia no permitir que se eliminaran uno a uno los obstáculos señalados por la autoridad 
marcaria. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Publicadas el viernes 02 de marzo de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016321  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 02 de marzo de 2018 10:05 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.I.A. J/122 A (10a.)  
 
AUTO INICIAL DE TRÁMITE DE LA DEMANDA DE AMPARO. NO ES LA ACTUACIÓN PROCESAL 
OPORTUNA PARA ANALIZAR SI EL ACTO RECLAMADO PROVIENE DE UNA AUTORIDAD PARA 
EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO, CUANDO SE IMPUGNA CUALQUIER ACTO RELACIONADO 
CON LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO PÚBLICO DE SUMINISTRO DE ENERGÍA ELÉCTRICA 
PRESTADO POR LA COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD, EN EJERCICIO DE SU FACULTAD 
CONSTITUCIONAL. 
 
En el auto señalado el Juez de Distrito no está en posibilidad jurídica ni material de precisar si cualquier 
acto reclamado, relacionado con la prestación del servicio público de suministro de energía eléctrica 
prestado por la Comisión Federal de Electricidad, en ejercicio de su facultad constitucional, proviene o 
no de una autoridad para efectos del juicio de amparo, ya que en esa etapa del procedimiento 
únicamente constan en el expediente los argumentos plasmados en el escrito inicial de demanda y las 
pruebas que se acompañen a ésta. Por tanto, al no existir actualmente jurisprudencia de carácter 
obligatorio que defina en ese supuesto, si la Comisión Federal de Electricidad tiene o no dicho carácter, 
el Juez federal no está en aptitud para desechar la demanda de amparo bajo el argumento de que se 
actualiza un motivo manifiesto e indudable de improcedencia, ya que en esa etapa no es evidente, claro 
y fehaciente, pues se requerirá hacer un análisis profundo, tomando en cuenta la reforma constitucional 
y legal en materia energética, para determinar su improcedencia, estudio propio de la sentencia 
definitiva, razón por la cual, debe admitirla, sin perjuicio de que al dictar sentencia lleve a efecto el 
análisis referido. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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JURISPRUDENCIAS 

Publicadas el viernes 02 de marzo de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016320  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 02 de marzo de 2018 10:05 h  
Materia(s): (Común, Penal)  
Tesis: PC.II.P. J/7 P (10a.)  
 
AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO. ES INNECESARIO CONCEDER LA PROTECCIÓN 
CONSTITUCIONAL EN SU CONTRA CUANDO EN SU DICTADO LA AUTORIDAD RESPONSABLE 
HAYA TENIDO POR ACREDITADOS LOS ELEMENTOS OBJETIVOS, NORMATIVOS Y/O 
SUBJETIVOS DEL CUERPO DEL DELITO, AL NO TENER UN EFECTO ÚTIL QUE FAVOREZCA LA 
SITUACIÓN JURÍDICA DEL QUEJOSO. 
 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo que al emitirse un auto de 
vinculación a proceso no deben examinarse los elementos objetivos, normativos y/o subjetivos del 
cuerpo del delito, porque su análisis es propio de la sentencia definitiva y no de esa determinación de 
plazo constitucional en el que únicamente se requiere establecer que se ha cometido un hecho que la 
ley señala como delito, como deriva de las consideraciones emitidas al resolver la contradicción de tesis 
87/2016, que originó la jurisprudencia 1a./J. 35/2017 (10a.), de título y subtítulo: "AUTO DE 
VINCULACIÓN A PROCESO. PARA SATISFACER EL REQUISITO RELATIVO A QUE LA LEY 
SEÑALE EL HECHO IMPUTADO COMO DELITO, BASTA CON QUE EL JUEZ ENCUADRE LA 
CONDUCTA A LA NORMA PENAL, DE MANERA QUE PERMITA IDENTIFICAR LAS RAZONES QUE 
LO LLEVAN A DETERMINAR EL TIPO PENAL APLICABLE (NUEVO SISTEMA DE JUSTICIA 
PENAL).", por ello, cuando en un juicio de amparo indirecto el acto reclamado consista en el auto de 
vinculación a proceso y de su estudio se advierta que el juzgador de instancia tuvo por acreditados los 
mencionados elementos del cuerpo del delito, es innecesario conceder la protección constitucional 
únicamente para el efecto de que la responsable deje insubsistente el acto reclamado y, en su lugar, 
dicte otro en el que se limite a verificar por cualquier método la suficiencia de datos de prueba que 
permitan establecer que se ha cometido un hecho que la ley señala como delito, pues ese estudio no 
tiene un impacto en el procedimiento, ya que si la resolución reclamada soportó un estudio más 
profundo en el que se advirtió que se cumple con las exigencias previstas en el artículo 19 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es evidente que resistirá un nuevo análisis 
menos riguroso, por tanto, dicha concesión carecería de un efecto útil que favorezca la situación jurídica 
del quejoso, lo que no es acorde con los propósitos esenciales del juicio de amparo. 
 
PLENO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016319  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 02 de marzo de 2018 10:05 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: 2a./J. 10/2018 (10a.)  
 
INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL. EL RECONOCIMIENTO DE SEMANAS COTIZADAS 
EN ÉSTE NO PUEDE DEMANDARSE EN FORMA AISLADA, SINO EN TODO CASO DEBE 
VINCULARSE CON OTRA PRETENSIÓN QUE CONCRETE ALGÚN DERECHO O BENEFICIO DE 
SEGURIDAD SOCIAL. 
 
En el procedimiento especial relativo a los conflictos individuales de seguridad social es factible 
reclamar el reconocimiento, e incluso la expedición de la constancia relativa, de semanas cotizadas en 
el régimen obligatorio del Instituto Mexicano del Seguro Social; sin embargo, esa pretensión 
necesariamente ha de perseguir, en términos del artículo 899-C de la Ley Federal del Trabajo, el 
otorgamiento de prestaciones en dinero o en especie; es decir, la petición del reconocimiento de mérito 
debe vincularse con otra pretensión que concrete algún derecho o beneficio de seguridad social, 
verbigracia, el otorgamiento de una pensión. Pensar de otra manera significaría, por una parte, la 
posibilidad de emitir una resolución meramente declarativa, al derivar de una pretensión carente de un 
propósito real y efectivo y, por otra, porque de esa manera se soslayaría que entre las razones que 
motivaron al creador de la norma destacó la carga de trabajo que representan esos asuntos para la 
Junta Federal de Conciliación y Arbitraje. 
 
SEGUNDA SALA 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016318  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 02 de marzo de 2018 10:05 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 14/2018 (10a.)  
 
CONTRATOS ADMINISTRATIVOS. EL INCUMPLIMIENTO DE PAGO TIENE NATURALEZA 
ADMINISTRATIVA. 
 
Las cláusulas que integran un contrato forman una unidad que no puede desvincularse, esto es, deben 
analizarse en su conjunto, de ahí que deben compartir la naturaleza del contrato que las contiene. 
Luego, si en las cláusulas de los contratos administrativos se encuentran las relativas al precio a pagar, 
los plazos, forma y lugar de pago, éstas tienen la naturaleza del contrato del que forman parte; en ese 
sentido, el hecho de que la prestación reclamada sea la falta de pago de una contraprestación a un 
contratista particular, no obsta para concluir que ese incumplimiento tiene naturaleza administrativa, 
toda vez que el documento que originó la prestación es un contrato administrativo. En consecuencia, los 
conflictos surgidos en relación con la falta de pago estipulada en los contratos administrativos deben 
resolverse en los juicios administrativos respectivos (federales o locales) dependiendo del régimen al 
que aquéllos estén sujetos. 
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BONO DE DESPENSA Y PREVISIÓN SOCIAL MÚLTIPLE. LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 13/2017 
(10a.), DE LA SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, NO TIENE 
EFECTOS RETROACTIVOS RESPECTO DE LAS EMITIDAS POR LOS TRIBUNALES COLEGIADOS 
DE CIRCUITO. 
 
Conforme a las consideraciones de la contradicción de tesis 182/2014, resuelta por el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, los parámetros de carácter competencial/orgánico que tutelan 
la obligatoriedad de la jurisprudencia para los operadores jurídicos dentro de los procesos 
jurisdiccionales son el jerárquico, el de jerarquía y competencia territorial, y el de temporalidad; el 
criterio jerárquico tiene su fundamento en el artículo 217, párrafo primero, de la Ley de Amparo, en tanto 
dispone que la jurisprudencia que establezca la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en Pleno o en 
Salas, es obligatoria para los Plenos de Circuito y los Tribunales Colegiados de Circuito; dicho en 
sentido negativo, los criterios jurisprudenciales de estos dos últimos no son obligatorios para la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación ni la vinculan en determinado sentido. En virtud de lo anterior, si 
los Tribunales Colegiados de Circuito emitieron jurisprudencia definiendo la procedencia de los 
incrementos a los conceptos de bono de despensa y previsión social múltiple, en la misma proporción a 
los aumentos de los salarios de trabajadores en activo, y posteriormente, la Segunda Sala integró la 
jurisprudencia 2a./J. 13/2017 (10a.), de título y subtítulo: "BONO DE DESPENSA Y PREVISIÓN 
SOCIAL MÚLTIPLE. LOS PENSIONADOS CONFORME A LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y 
SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO NO TIENEN DERECHO AL 
INCREMENTO DE ESAS PRESTACIONES OTORGADO MEDIANTE LOS OFICIOS CIRCULARES 
307-A.-2942, DE 28 DE JUNIO DE 2011, 307-A.-3796, DE 1 DE AGOSTO DE 2012 Y 307-A.-2468, DE 
24 DE JULIO DE 2013, EMITIDOS POR LA UNIDAD DE POLÍTICA Y CONTROL PRESUPUESTARIO 
DE LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO.", no existe un problema de retroactividad 
de la jurisprudencia y no tiene, desde luego, efectos retroactivos en perjuicio de persona alguna, en 
atención al criterio jerárquico que dicta que la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, en Pleno o en Salas, prevalece sobre la que emitan los Plenos de Circuito y los Tribunales 
Colegiados de Circuito; en todo caso, la jurisprudencia de la Segunda Sala es obligatoria para todos 
éstos en atención al criterio de jerarquía. 
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ADMINISTRADORAS DE FONDOS PARA EL RETIRO (AFORES). LAS IMPRESIONES DIGITALES 
APORTADAS EN EL JUICIO LABORAL QUE REPORTAN DETALLES DE SALDOS O 
MOVIMIENTOS DE LAS SUBCUENTAS DE RETIRO QUE ADMINISTRAN, NO SON IDÓNEAS PARA 
DEMOSTRAR LA EXCEPCIÓN DE PAGO. 
 
Los asientos contables exhibidos en medios electrónicos de las Afores, en cuyos movimientos se detalle 
la transferencia de los recursos de la subcuenta de retiro a la cuenta de la beneficiaria de los fondos con 
la precisión del número de cuenta y la cantidad transferida, no son una prueba idónea para tener por 
demostrada la excepción de pago, pues lo único que acreditan son los movimientos efectuados en ese 
rubro, ya que la excepción de pago no tiene como efecto demostrar que existieron movimientos en la 
cuenta individual del trabajador, sino que se realizó y se recibió el pago por los medios autorizados por 
la ley; de ahí que aunque llegaran a perfeccionarse las impresiones digitales de los movimientos 
contables exhibidos, no son idóneas para demostrar la aludida excepción, pues el movimiento financiero 
consiste en el cargo que recibe la cuenta del ordenante y el abono que se produce en la cuenta del 
beneficiario, como puede ser la transferencia o el depósito en cuenta bancaria, tarjeta de débito, 
emisión de cheques o cualquier otro medio electrónico, los cuales tienen el alcance de demostrar que 
efectivamente se realizó la transferencia que se asentó en el movimiento contable de las Afores en la 
subcuenta de retiro, los cuales se consideran idóneos para comprobar la entrega de los recursos 
demandados. 
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ADMINISTRADORAS DE FONDOS PARA EL RETIRO (AFORES). LAS IMPRESIONES DIGITALES 
APORTADAS EN EL JUICIO LABORAL QUE REPORTAN DETALLES DE SALDOS O 
MOVIMIENTOS DE LA SUBCUENTA DE RETIRO QUE ADMINISTRAN, REQUIEREN 
PERFECCIONARSE PARA ALCANZAR VALOR PROBATORIO PLENO, SALVO PRUEBA EN 
CONTRARIO. 
 
La información en poder de las Afores respecto de la contabilidad y el movimiento de los saldos de las 
subcuentas de retiro, sólo puede ser generada, consultada y procesada por sus sistemas 
automatizados, los cuales se encuentran coordinados con la Base Nacional de Datos SAR y su 
operación está supeditada a las disposiciones de la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro y su 
Reglamento, por lo que dichos sistemas cuentan con la presunción legal de fiabilidad y certeza de que 
los datos que contienen, en el plano administrativo, son producto del cumplimiento de la obligación legal 
de llevar su contabilidad y el registro de las operaciones en que intervienen mediante sistemas 
automatizados o electrónicos que puede reproducirse en forma impresa. Ahora bien, en el plano 
jurisdiccional esos elementos de prueba se ubican en los artículos 776, fracción VIII y 836-C de la Ley 
Federal del Trabajo, como medios aportados por los descubrimientos de la ciencia que pueden alcanzar 
valor probatorio ante un conflicto que se genere con relación a los saldos y movimientos propios de las 
administradoras sujetos a comprobar y que se hace mediante la información generada en impresiones 
digitales ofrecidas como prueba; en consecuencia, a la par de lo sostenido, para alcanzar un valor 
probatorio pleno, salvo prueba en contrario, requieren perfeccionarse mediante la prueba pericial o la de 
inspección ocular, como ordenan los artículos 836-A a 836-D de la Ley Federal del Trabajo, a fin de que 
exista certeza jurídica de que los datos presentados en la impresión coincidan con el contenido de los 
sistemas automatizados de las Afores. 
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COPROPIEDAD. EL USO QUE UNO DE LOS CONDUEÑOS HACE DE LA COSA COMÚN NO 
GENERA POR SÍ SOLO OBLIGACIÓN DE RESARCIR A LOS DEMÁS PARTÍCIPES, SINO SÓLO 
CUANDO SE CAUSEN DAÑOS Y PERJUICIOS POR INCUMPLIMIENTO A LAS OBLIGACIONES 
LEGALES IMPUESTAS CON MOTIVO DE LA COMUNIDAD. 
 
De los artículos 938 a 973, y 2104 del Código Civil para el Distrito Federal, así como 961 a 974, y 1412 
del Código Civil del Estado de Jalisco, deriva que la sola circunstancia de que uno de los copropietarios 
del bien común haga uso de éste, no genera la obligación de compensar económicamente a los demás 
condueños por ese uso, pues como la parte alícuota no se define en una parte concreta o específica de 
la cosa, la ley reconoce a todos ellos igual derecho a servirse de la totalidad de la cosa común, y el 
ejercicio de ese derecho no genera deber de compensación económica a los demás, sino solamente el 
de subordinarse a los intereses de la comunidad. En esa virtud, sólo si llega a demostrarse que el 
condueño que usa o aprovecha la cosa común ha impedido a otro condueño el ejercicio de ese 
derecho, mediante conductas dirigidas a estorbar o imposibilitar el uso o aprovechamiento de la cosa; o 
bien, que la altera sin consentimiento de los demás, o le da un uso distinto a su destino o contraviene el 
interés de la comunidad, en tales casos sí podría generarse la obligación de resarcir o compensar 
económicamente a los demás copropietarios, en concepto de daños y perjuicios por el incumplimiento a 
tales obligaciones legales. 
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SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES. PARA QUE OPERE LA CAUSAL DE 
EXCEPCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 12 DEL CONVENIO DE LA HAYA ES INDISPENSABLE 
QUE HAYA TRANSCURRIDO MÁS DE UN AÑO ENTRE LA SUSTRACCIÓN Y LA SOLICITUD DE 
RESTITUCIÓN. 
 
Esta Primera Sala advierte que el artículo 12 del Convenio de La Haya es una de las piezas 
fundamentales de dicho instrumento internacional, pues en el mismo se contienen las circunstancias 
que deben presentarse para determinar en última instancia la restitución inmediata del menor. En este 
sentido, el mencionado artículo distingue dos hipótesis para la procedencia de la excepción relativa a la 
integración a un nuevo ambiente: la primera, relativa a que la solicitud de restitución hubiera sido 
presentada dentro del año siguiente contado a partir de la sustracción; y la segunda, que hubiera sido 
presentada después de dicho periodo. El establecimiento del mencionado plazo de un año constituye 
una abstracción que atiende a las dificultades que pueden encontrarse para localizar al menor. Así, la 
solución finalmente adoptada por la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado, amplía 
la ejecución de su objetivo primario -la restitución del menor- a un periodo indefinido, pues en cualquier 
tiempo se deberá restituir al menor, con la condición de que si ha pasado más de un año dicha 
restitución ya no será inmediata, sino que estará sujeta a un examen de ponderación para determinar la 
adaptación del menor a su nuevo ambiente. Lo anterior, pues el ideal del Convenio de La Haya es evitar 
las dilaciones indebidas, las cuales resultan sumamente perjudiciales para el menor involucrado, 
mediante un mandato de restitución inmediata. Sin embargo, en atención al propio principio de interés 
superior del menor, los Estados contratantes reconocieron la posibilidad de que si el menor se 
encuentra durante un largo periodo con el progenitor sustractor -a consideración de la Conferencia de 
La Haya más de un año-, se deberá determinar qué resulta más benéfico para el menor y evitar que 
sufra una nueva quiebra en su ambiente familiar que pueda significar un peligro para su correcto 
desarrollo psicológico. No obstante lo anteriormente expuesto, esta Primera Sala considera que el mero 
hecho de que las dilaciones en el procedimiento de restitución provoquen su retraso, por un plazo 
mayor a un año, no permite a las autoridades del Estado receptor considerar la integración del mismo 
como una causa para negar la restitución. Ello es así, pues son muchos los casos en los que la 
actividad procesal de las partes tiene por finalidad justamente la dilación del procedimiento, a fin de 
poder argumentar la integración del menor; o en los que el sustractor permanece oculto con la finalidad 
de que transcurra el plazo de un año para legalizar su actuación irregular. Por otra parte, esta Primera 
Sala observa que los informes explicativos de la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional 
Privado señalan que la intención de los Estados contratantes fue que dicho plazo se contara no hasta 
que la autoridad judicial o administrativa correspondiente recibiera la solicitud, sino desde el momento 
mismo de la presentación de la demanda. Lo anterior es así, en tanto que el posible retraso en la acción 
de las autoridades competentes no debe perjudicar los intereses de las partes amparadas por el 
Convenio. 
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SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES. LAS EXCEPCIONES PREVISTAS EN EL 
ARTÍCULO 13 DEL CONVENIO DE LA HAYA NO SE ENCUENTRAN SUJETAS A ALGUNA 
CONDICIÓN TEMPORAL, PERO CORRESPONDE AL PADRE SUSTRACTOR PROBAR 
PLENAMENTE SU ACTUALIZACIÓN. 
 
Un grupo de excepciones extraordinarias a la regla general de restitución inmediata podemos 
encontrarlo en el artículo 13 del Convenio sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de 
Menores, en donde se establecen las siguientes hipótesis, a saber: (i) si la persona que se opone a la 
restitución demuestra que la persona, institución u organismo que se hubiera hecho cargo del menor no 
ejercía de modo efectivo el derecho de custodia o posteriormente aceptó el traslado o retención; (ii) si la 
persona que se opone a la restitución demuestra que existe un grave riesgo de que la restitución del 
menor lo exponga a un peligro físico o psíquico o lo ponga en una situación intolerable; o (iii) si se 
comprueba que el propio menor se opone a la restitución. Al respecto, se considera importante destacar 
que, a diferencia de aquella establecida en el artículo 12, estas excepciones no se encuentran sujetas a 
una condición temporal de ningún tipo, por lo que pueden ser alegadas en cualquier momento del 
procedimiento de restitución. Sin embargo, al igual que sucede con la causal relativa a la integración al 
nuevo entorno familiar, esta Primera Sala considera que se trata de excepciones claramente 
extraordinarias y que la carga de la prueba para demostrar plenamente su actualización recae 
exclusivamente en quien se opone a la restitución del menor, pues existe una presunción de que el 
interés superior del menor es protegido mediante la restitución a su lugar de origen. 
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